Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
Corresponde designar Presidente ad hoc. 

SEÑOR PASQUET.- Propongo al señor Senador Lorier. 

SEÑOR MOREIRA.- Apoyado. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 13 minutos.) 


-Agradecemos la presencia en este ámbito de las señoras Magistradas y Ministras de 
Tribunales de Apelaciones, quienes han concurrido para dar su opinión respecto a la problemática 
surgida a partir de la aplicación de la Ley  N* 18.572, relativa a la abreviación de procesos laborales. 
En virtud de que nos encontramos transitando las etapas finales de los elementos que darán contenido 
al proyecto de ley que será tan importante, consideramos que es fundamental escuchar la opinión de 
quienes, al decir del señor Senador Pasquet, están en la primera línea de batalla. 


SEÑORA ODELLA.- En el día de hoy hemos remitido un proyecto de ley que tiene como coautoras, 
por la Primera Instancia, a la doctora Lina Fernández y, por la Segunda Instancia, a la doctora Dorys 
Morales. Ellas podrán asesorar de mejor manera sobre la iniciativa en cuestión. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero realizar una puntualización. 


Minutos antes de que las doctoras llegaran, recibimos un material -que no conocíamos- que, 
según se nos informó, fue elaborado por ustedes. Sin embargo, no fue por este motivo que las 
convocamos aquí; la inquietud surgió la semana pasada en oportunidad de recibir a los representantes 
del Colegio de abogados del Uruguay, quienes nos manifestaron que, más allá de toda la discusión 
teórica que pudiera darse a propósito de las soluciones que establece la Ley N* 18.572, existen 
problemas prácticos, de funcionamiento real, que nadie los conoce mejor que ustedes. De allí, 
entonces, que la razón de esta convocatoria haya sido la de recibirlas, escucharlas y saber cuáles son 
los problemas que en torno a esta normativa existen porque, si podemos aprovechar la oportunidad 
para modificar la Ley N* 18.572, no solo para subsanar las inconstitucionalidades, sino para que esto 
funcione mejor en la práctica, por supuesto que queremos hacerlo. Esa es la raíz de la inquietud 
nuestra. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Valoramos muy positivamente la oportunidad de ser escuchadas sobre esta 
temática, por lo que agradecemos muchísimo esta instancia. 


Quisiera hacer una aclaración preliminar. Voy a hablar a título personal, porque no hemos 
tenido oportunidad de convocar formalmente a la Comisión de Jueces con competencia en materia 
laboral, que funciona como una subcomisión de la Asociación de Magistrados del Uruguay. Por ello, las 
ideas que voy a trasmitir son la síntesis de la opinión de quien habla y de lo que hemos conversado 
informalmente y más formalmente en el ámbito de la Comisión de los Jueces de Trabajo, cuando 
hemos abordado este punto. 


Hechas estas salvedades y retomando el tema en cuestión, los señores Senadores recién nos 
expresaban que tuvieron a la vista ese proyecto o material de trabajo que efectivamente fue elaborado 
por Magistrados del orden laboral, funcionando en régimen de comisión a nivel de la Comisión 
especializada de la Asociación de Magistrados. Precisamente, ese trabajo fue elaborado a raíz de las 
inquietudes de orden técnico y operativo que nos presentó la ley desde el momento en que fue 
sancionada y entró en vigencia. En esa oportunidad, trabajamos sobre una propuesta que elaboramos 
con la doctora Morales -no recuerdo exactamente bajo qué régimen lo hicimos- y luego mantuvimos 


cuatro encuentros -no quiero equivocarme en el número- con los colegas que estuvieron en 
condiciones de reunirse; algunos no pudieron concurrir porque se encuentran localizados en el interior 
y la carga horaria no les permitió trasladarse. De todas formas, una vez finalizado el modelo -que no es 
un proyecto, sino una propuesta de trabajo- se hizo conocer a los Magistrados del interior para que nos 
enviaran sus propuestas. 


En síntesis, el material en cuestión refleja lo que fue visualizado en mayoría por esa Comisión 
interna de trabajo como una alternativa posible y sintetiza la experiencia y la tradición del Código 
General del Proceso -que nos rigió hasta antes de la entrada en vigencia de la ley- y aquellas 
cuestiones que sabíamos habían sido las sustantivas o de orden procesal y que habían motivado la 
sanción de un nuevo régimen procesal en la materia. Creo que para analizar la cuestión hay dos 
niveles básicos: uno que refiere a las cuestiones de orden técnico de la ley y otro que tiene que ver con 
los aspectos de orden operativo, es decir, las cuestiones de funcionamiento que resultan a partir de la 
entrada en vigencia de la ley con los actuales recursos y el presente andamiaje organizativo de trabajo 
en la judicatura especializada. 


En definitiva, esa propuesta de trabajo a nivel de los Magistrados que participamos resulta - 

sobre todo- del análisis de las cuestiones de orden técnico y pretende ser una alternativa de solución a 

los problemas que se nos fueron presentando en la práctica luego de puesta en vigencia la Ley 

N* 18.572. Ella contempla los reparos de orden constitucional que después se plasmaron en las 

sentencias de la Corte, pero incluye otros aspectos tradicionales que dicen relación con otros temas 

técnicos que no lindan con la cuestión de la constitucionalidad, sino que se orientan a brindar un 
modelo operativo que sintetice algunas de las tendencias. 


Todo esto se relaciona con el punto de vista técnico pero una vez que fue elaborado lo 
comunicamos informalmente al Colegio de abogados del Uruguay, que lo tuvo a la vista, y también 
hubo alguna iniciativa -si mal no recuerdo- de alguna fundación a nivel gremial que finalmente no se 
pudo plasmar en ninguna reunión porque los delegados de la entidad sindical no pudieron concurrir a la 
reunión. Ello sucedió a fin de año y quedó trunco, por eso no pudimos compartirlo con otras entidades. 
Estimo que sí fue enviado -no sé si formal o informalmente- a la Comisión de la Cámara de 
Representantes que estaba tratando el tema con miras a la reforma, a la luz del proyecto modificativo 
enviado por el Poder Ejecutivo. Creo que no ha tenido inclusión formal en el material a estudio de los 
señores parlamentarios pero, hasta donde sé, ese material fue enviado. 


Esta es la génesis de esa alternativa y lo que se evaluó y advirtió en esas reuniones -mis 
colegas harán luego correcciones o agregados a lo que yo no sintetice fielmente- fue que tal vez la 
solución más adecuada no era un proyecto de reforma que se ciñera estrictamente a las observaciones 
de constitucionalidad, a la luz de los otros inconvenientes de orden técnico que iban apareciendo en la 
praxis de la ley. Sabido es que entre la norma general y abstracta y su aplicación se van produciendo y 
viendo las problemáticas. Lo mismo sucedió con el Código General del Proceso, dado que a posteriori 
de haber sido aprobado requirió de una reforma; quiere decir que en materia legislativa procesal es 
bastante habitual que eso sea necesario. 


Estimo que no daría el tiempo para abundar sobre cuestiones técnicas aunque sí podríamos 
hacer, si se nos requiriera -creo que no hay inconvenientes porque todos hemos participado en la 
elaboración de esta alternativa-, un informe por escrito sobre cuáles son las problemáticas de orden 
técnico y el porqué de las soluciones plasmadas en ese material de discusión que, en realidad, fue 
elaborado con la idea de aportar al Parlamento un material técnico que sirviera de base para su trabajo 
y tener un objetivo común. 


Desde la perspectiva operativa suscitada a partir de la ley, creo que es del caso señalar que 
hay varias realidades donde se destacan esencialmente dos situaciones claramente diferenciables que 
tienen que ver con la realidad del interior y la de Montevideo, no porque se esté pudiendo operar 
perfectamente en la capital sino porque la realidad del interior -si bien no la conozco directamente, sino 
que lo infiero por lo que me han trasmitido algunos colegas- consiste en juzgados con cargas de otras 
materias, lo que dificulta afrontar los requerimientos y la estructura que la ley propone en materia de 
plazos. La ventaja de la realidad de Montevideo es tener una competencia especializada, con sedes, 
que son órganos competentes en una materia específica y que, a partir de la vigencia de la ley, 


cuentan con la distinción entre la instancia única y los jueces de primera instancia, cuyos fallos están 
sometidos al régimen de apelación consagrado por la ley, no así los emitidos por los de única instancia. 


Realizada esta diferenciación, que probablemente requiera de mayor información, surge que el 
flujo de ingresos de asuntos por día -digo esto a título personal y en base a ciertas cifras que hemos 
manejado a nivel de las reuniones de Magistrados- en las sedes judiciales de Primera Instancia de 
Montevideo oscila entre 1.2 y 1.6. Aclaro que la premura con que surgió esta convocatoria no nos 
permitió traer las cifras exactas, pero se las haremos llegar. Estas cifras son las que se manejan en 
cada sede judicial y en una época que se podría denominar de baja conflictividad. Si hacemos un 
simple cálculo aritmético, cualquiera sea el lapso que se prevea para una audiencia o para el dictado 
de la sentencia, si ingresan 1.2 o 1.6 asuntos por día, es razonable sostener que para que no exista 
atraso y no se genere una acumulación progresiva de asuntos sin resolver, se debería procesar -es 
decir, trabajarlos en su totalidad- el mismo número de asuntos ingresados por día. Esto quiere decir 
que cada sede con competencia laboral debería contar con las condiciones necesarias como para 
poder sacar, terminado y con sentencia, los 1.2 o 1.6 -dependerá de las cifras que históricamente se 
consideren- casos que ingresen a diario a efectos de generar atraso. 


Estas cifras se tienen que relativizar porque hay que tener en cuenta que aún hay asuntos que 
llegan en trámite de régimen de CGP -variables según las sedes- y otros que se transan sin llegar a la 
sentencia definitiva, pero que a veces también requieren llegar a la audiencia y lograr la conciliación. 
¿Qué implica esto? Que de pretenderse que no se suscite acumulación ni atraso, esa debiera ser por 
lo menos la cifra media a considerar. De ser correctas las cifras -porque han sido obtenidas a través del 
sistema y no todas las sedes se manejan con los mismos parámetros-, se estaría generando un 
promedio de cuatro o cinco sentencias por semana en condiciones normales. A esto debemos agregar 
la carga de la gestión, lo que implica que necesariamente habría que tomar al menos el proceso de una 
audiencia única. Es evidente que los actuales recursos han generado -y aún generan- este ritmo, lo 
que no quiere decir que no pueda ser mejorado. Aparentemente, esa es la relación que existe entre los 
asuntos ingresados y el número de sedes que hay en Montevideo -y digo aparentemente porque las 
cifras deben ser confirmadas-, lo que da esa proyección acerca de las condiciones que deberían existir 
para no generar atrasos y poder cumplir con los plazos previstos para las audiencias. 


En los hechos, a partir de la incidencia de las inconstitucionalidades, esto se ha visto muy 
trastocado. Es difícil de sintetizar, pero voy a intentar hacerlo. Cuando eventualmente se produce una 
demanda de inconstitucionalidad, esa audiencia prevista -si es antes de la audiencia- se deja sin efecto 
porque hay que elevar los autos a la Corporación. Ese espacio temporal que queda libre en la agenda 
puede ser suplido por otro proceso cuando los tiempos dan como para convocar formalmente a las 
partes, pero a veces el pedido de inconstitucionalidad ingresa poco tiempo antes de la previsión de la 
audiencia, lo cual genera desfases en la administración de los recursos. Quiere decir que además del 
flujo y de los requerimientos, también se genera un inadecuado -o por lo menos no el mejor- 
aprovechamiento, pero no por circunstancias imputables a las partes ni a cómo está organizado el 
Poder Judicial, sino debido a la dinámica. Entonces, una de las diferencias... 


SEÑOR MOREIRA.- Ya que está hablando de inconstitucionalidades, me gustaría saber, cuando 
contestan la demanda, en cuántos casos se oponen a la inconstitucionalidad. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- No tengo las cifras exactas -tal vez algún colega sí las tenga-, pero diría que 
ocurre casi en la totalidad de los procesos. Seguramente, las cifras puedan obtenerse a partir del 
sistema de gestión o del conteo -es probable que la Suprema Corte de Justicia las tenga-, pero diría 
que esta solicitud tiene lugar en un altísimo porcentaje de casos. 


No me quiero extender mucho más ni restar tiempo a mis colegas. Este es un tema que ha 
generado la preocupación de todos los Magistrados, por varias razones; entre otras, por la entidad de 
los bienes jurídicos en juego, porque los jueces y todos los Magistrados somos responsables del 
estricto cumplimiento de la ley y porque desde el punto de vista técnico -esta es una apreciación 
personal que mis colegas compartirán o no-, por definición, la materia laboral es de entramado y de 
estructura abierta, en la que muchas de las soluciones concretas a los problemas que se plantean 
diariamente han sido creadas con el aporte de la doctrina y son de creación jurisprudencial. La 
jurisdicción y las sedes competentes están habilitadas para eso, incluso mandatadas por normas de 


rango constitucional. Los artículos 53 y 54 de la Carta Magna establecen el principio protector a partir 
del cual se han generado interpretaciones y soluciones concretas. 


En definitiva, a los efectos de que los Magistrados podamos cumplir con los aspectos adjetivos 
o instrumentales de la ley procesal y además con los requerimientos técnicos que nos demandan un 
proceso de estudio para lograr una aplicación creativa -en el sentido de ajustar a Derecho, pero con 
elaboraciones-, es necesario disponer del tiempo necesario no solo para la gestión de los asuntos 
puntuales, sino también para el estudio y la reflexión que son connaturales a la adopción de un fallo. 
De ahí la preocupación de los Magistrados. Y es por eso también que nos abocamos, en conjunto, a 
elaborar una propuesta que se orienta a algo más que la subsanación de los defectos de 
inconstitucionalidad que existen en la ley, porque la idea era procurar un instrumento que resultara ser 
el más idóneo. Luego, las opiniones podrán ser disímiles y cada Magistrado tendrá sus opiniones en 
cada aspecto; pero ese fue el proyecto que discutimos mayoritariamente. 


Recalco que estamos en condiciones de brindar información adicional y quedamos a las 
órdenes para lo que se necesite, ya sean elaboraciones de tipo técnico o aclaraciones de lo que hemos 
hecho. 


Muchas gracias. 
SEÑORA MORALES.- Buenas tardes. 
Mi nombre es Doris Morales y soy Ministra del Tribunal de Apelaciones de Trabajo. 


La doctora Fernández refirió, fundamentalmente, a la primera instancia. Como los señores 
Senadores sabrán, hay primera, segunda instancia y, de acuerdo con este nuevo proceso establecido 
por la Ley N* 18.572, también hay única instancia. Según la ley, la segunda instancia tiene un régimen 
absolutamente inviable en los hechos; esa inviabilidad fue demostrada en el pasado y se reeditó. En 
ese sentido, el Código General del Proceso tenía una norma que establecía el estudio simultáneo, pero 
la práctica mostró que era absolutamente imposible. ¿Por qué? Porque aun disponiendo de los medios 

-esto es, fotocopias-, es imposible fotocopiar un expediente, que puede contener cien fojas, pero 
también seis, diez o doce piezas de trescientas fojas cada una. Pensemos, simplemente, en un 
expediente de cien fojas y en fotocopiarlo en el día para que en los siete días que la ley establece esté 
pronto para ser estudiado simultáneamente por cada uno de los tres Ministros. Eso es materialmente 
imposible, cuestión que ya ha sido demostrada, porque el Código General del Proceso tenía una norma 
igual que fue derogada. 


Esa es la primera y casi insalvable cuestión que tiene la reglamentación de la segunda 
instancia en la Ley N* 18.572, lo que ha derivado en la necesidad de hacer el estudio en forma 
simultánea pero de otra manera, de una forma diferente a la que establece la ley. 


A título personal -no quiero que se entienda que lo estoy diciendo como miembro de la 
Asociación de Magistrados ni como quien hizo el proyecto que planteamos-, creo que la Ley N* 18.572, 
con un fin totalmente loable como fue y es acelerar el proceso laboral, con el tiempo va a producir un 
deterioro en el Derecho Laboral como sistema en nuestro país. Pienso que, internacionalmente, los 
doctrinos de nuestra cátedra de Derecho Laboral, los mismos Magistrados -no hablo por mí sino por 
nuestros antepasados- crearon caminos que luego transitó la Magistratura pero que me atrevería a 
decir que hoy son bastante imposibles de seguir en un ritmo de trabajo como el que plantea la ley. 


Como dijo la doctora Fernández, nuestra doctrina y nuestra jurisprudencia -hablo por la 
Jurispridencia- siempre se caracterizaron por las ideas creativas, por tratar de aplicar la Constitución - 
en su caso, también las normas internacionales- a las realidades, incluso pasando sobre normas de 
otras épocas de nuestro país -inclusive de la dictadura-, tratando de hacer un justo equilibrio entre los 
intereses del trabajador y del empleador y por cumplir lo que establece la Constitución en cuanto a la 
protección del trabajo. 


A título totalmente personal, me animo a decir que en el futuro no sé hasta qué punto vamos a 

contar con el mismo nivel que teníamos en nuestra jurisprudencia. Todos sabemos que, en general, lo 
que se hace rápido no se hace tan bien como se podría. No estoy afirmando que esté bien que un 
juicio laboral dure ocho años, pero es muy difícil trabajar en un sistema que obliga a leer un expediente 
y resolverlo en dos días o hacer veinte o treinta sentencias en diez días. Se podrá decir que en el fondo 
esto sucede por la falta de tribunales y quizás eso es así pero, de todos modos, considero que 
priorizar la celeridad sin tener en cuenta hasta qué punto esto implica un deterioro en el valor del 
trabajo judicial, quizá termine siendo una especie de bumerán que perjudique el Derecho del trabajo y, 
en definitiva, al trabajador que es a quien se quiere proteger. Reitero que digo esto totalmente a título 
personal; también puedo afirmar -esto sí no es personal porque se trata de una cuestión objetiva- que 
se plantea un sistema de trabajo de la segunda instancia prácticamente inviable y con un estudio 
simultáneo comprobadamente imposible en el pasado, lo que se reedita en este proyecto de ley. En 
general, los jueces estamos acostumbrados a ubicarnos entre dos posiciones y ahora, además de eso, 
se establece la urgencia de tener que lidiar con un proceso que es prácticamente inaplicable en su 
sustrato. Los defectos de la ley son difícilmente soslayables en su aplicación y en forma personal 
agrego que mi deseo es que puedan ser solucionados cuanto antes. Me parece que hay que tomar en 
cuenta todas las posiciones, ya que en la creación de esta ley hubo muchos conflictos previos entre 
Institutos de la Facultad y sucedieron otras cosas que no ayudaron a que contara con el mayor 
consenso, tomando en cuenta a los aplicadores de la norma que, en definitiva, son los jueces y los 
abogados. Está claro que los destinatarios serán los trabajadores y los empleadores pero quizás los 
doctrinos o quienes están al margen de la aplicación diaria de las normas, no tienen el contacto de 
todos los días o no conocen la realidad. Posiblemente me equivoque y estas cosas sí se tuvieron en 
cuenta pero esta es mi visión. Me parece que habría que dejar de lado el tire y afloje que se da 
respecto a esta ley y sentarse de una vez por todas a analizar qué es mejor, fundamentalmente para el 
trabajador, que es para quien está destinado en principio el proceso laboral, y también para el 
empleador a fin de que pueda defender sus derechos en forma y de acuerdo con lo que la ley le 
permita. 


Por lo tanto, respecto a la segunda instancia puedo decir que se establece una fórmula casi 
inviable, aplicándose una norma demodé y comprobadamente inaplicable en nuestro sistema. Hasta 
ahora, los Ministros la hemos llevado adelante gracias a nuestro esfuerzo y porque como todos saben 
más del noventa por ciento de los asuntos están en la Suprema Corte de Justicia, ya que van llegando 
mucho más lentamente de lo que deberían. El miércoles pasado la funcionaria que se encarga de 
pasar las sentencias en el Tribunal me dijo que teníamos cien sentencias más que el año pasado en la 
misma fecha; me estoy refiriendo al Tribunal de Primer Turno, que es en el que trabajo. 


Todo el tiempo somos aplicadores del Derecho del trabajo; pero últimamente, con esta ley, 
estamos pensando si este Derecho está siendo aplicado para los jueces del trabajo en Uruguay. Lo 
digo porque todos tenemos salud y queremos seguir teniéndola, pero nuestro régimen de trabajo 
prácticamente es de esclavitud: nos sentamos a trabajar a las siete de la mañana y nos levantamos a 
la hora veinte y no tenemos sábados ni domingos libres. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero saber si en el documento que ustedes dejaron a la Comisión hay alguna 
propuesta concreta sobre este tema porque, prácticamente, no hemos podido leerlo. 


SEÑORA ODELLA.- Me gustaría ilustrar cómo se maneja el tema de la segunda instancia. Nosotros 
recibimos semanalmente dos bolsas completas de expedientes porque controlamos toda la República, 
no solo los 14 Juzgados de Montevideo, sino, reitero, todo el país. Quiere decir que los días lunes y 
jueves viene una camioneta con una bolsa de expedientes, retira lo que ya está terminado y deja otra. 
Tal como señaló la compañera que me precedió en el uso de la palabra, nos levantamos a las siete y 
treinta, trabajamos toda la mañana, almorzamos, y a la hora catorce nuevamente nos sentamos a 
trabajar hasta las diecisiete O dieciocho horas; además, no contamos con sábados, domingos ni 
feriados libres. Este es un régimen casi esclavista; es más, parece que todos los derechos que 
estamos defendiendo para los demás trabajadores no nos abarcan a nosotros; es como si no 
fuésemos trabajadores. 


SEÑORA RIVAS.- Soy Juez Letrado de Instancia Única. 


Quiero resaltar que cuando se discutió este proyecto en la Comisión de jueces laborales, si bien 
todos partíamos de la base de que los plazos que fijaba la ley eran muy estrictos, había personas que 
consideraban -como lo señaló la doctora Morales- que la ley no era viable y otros que entendíamos que 
sí lo era, pero con modificaciones. La idea que se trató de conciliar en el proyecto de informe que 
armamos fue la de adecuar los plazos lo más posible a lo que podía ser manejable para un juez. 
Incluso, dentro de esas posiciones había quienes pensaban que no se podía poner plazos a la 
actividad del juez. Sin embargo, quisimos mantener en ese informe lo que había sido el espíritu de la 
ley. Entiendo -me consta que varios colegas también, aunque no podemos estar todos presentes para 
hacer una votación- que el espíritu de la ley era positivo, porque se trataba de llevar a que los 
procesos laborales tuvieran un tiempo de resolución más ágil, más rápido y eso iba a ser beneficioso 
para la defensa de los derechos del trabajador. Estamos hablando, por ejemplo, de derechos 
alimenticios en los que un trabajador podría llegar a cobrar su liquidación a dos, cuatro o seis años y 
ahora se están resolviendo más rápido. 


A continuación, voy a hablar a título de lo que es la sede de Instancia Única, pues es en donde 
yo me manejo, así como también la doctora Olga Guarino y el doctor José Pedro Rodríguez. Es cierto 
que el año pasado -cuando tuvimos las tres primeras sedes de Instancia Única- soportamos 
un régimen casi esclavista pues tuvimos en nuestras sedes el 45% de las demandas de Montevideo. 
En realidad, el pronóstico mostraba que como éramos sede de Instancia Única las personas iban a 
tratar de obtener una mayor garantía en los procesos de doble instancia, pero ello no fue así. Muchas 
veces los trabajadores y abogados adecuaban los números para ingresar en el proceso de instancia 
única y nos manifestaban abiertamente que los mismos trabajadores preferían una solución rápida -es 
decir por sí o por no- en caso de montos de hasta $ 81.000, pues cuando los montos son más altos 
amerita otra discusión. Notamos que si el proceso lo llevamos bien y con la cantidad de jueces 
adecuada -ese es otro tema a resolver-, en un mes y poco más se puede llegar a la sentencia. Este 
proceso ha llevado también -así lo hemos vivido- a un mayor número de transacciones, estamos 
viendo una mayor intención de las partes en el sentido de llegar a un acuerdo. Aclaro que esto lo 
decimos con respecto a la instancia única. Ahora, con la presión de otras tres sedes, en marzo de este 
año llegamos a tener hasta catorce sentencias por semana, lo que impide trabajar adecuadamente, 
porque se pierde la capacidad técnica al tener que resolver la situación de fondo reduciendo al máximo 
la argumentación por la falta de tiempo. Hay que tener presente que solo contamos con seis días para 
dictar sentencia. Entonces, vimos que existía un problema general que se creaba a raíz de la ley 
debido a que la celeridad de los plazos no es compatible con la realidad estructural de nuestro país, ya 
que para atender ese trabajo deberíamos tener muchos más jueces, de modo que pudieran dedicarse 
solamente a uno o dos juicios por semana. Por más rápidos que fuéramos, era difícil trabajar de esa 
manera. De todos modos, ahora se crearon tres sedes más de Instancia Única y estamos por 
experimentar una nueva etapa, ya que el 31 de agosto recién vamos a empezar a trabajar las seis 
sedes en forma equiparada. Por ahora solo están de turno los tres juzgados nuevos que, incluso, 
empezaron con dos meses de turno único y tuvimos que pedir dos meses más porque todavía no nos 
habíamos descongestionado. Sí hemos manejado mucho el tema de las inconstitucionalidades, ya que 
el noventa y nueve por ciento de los procesos nuevos están presentando ese recurso. Incluso, como 
ahora se sabe que se va a declarar la inconstitucionalidad del artículo 21, ni siquiera se molestan en 
contestar y solo se presenta la inconstitucionalidad. 


No todos tenemos la misma visión y si bien partimos de la base de que los plazos son rápidos, 
muchos entendemos que el espíritu de la ley es positivo ya que facilita que el trabajador pueda tener 
una solución a su situación de una forma más ágil. De todas maneras, hay que acompasar los plazos a 
lo que es la realidad estructural y la capacidad de trabajo de un ser humano, ya que llega un momento 
en que trabajamos doce o catorce horas por día para no atrasarnos. 


El doctor José Pedro Rodríguez ahora está en Instancia Única, pero vino hace poquito del 
interior y tal vez tenga una visión más fresca de lo que es la situación de la aplicación del proceso en 
esa parte del país. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Tal como se ha dicho, esta ley tiene aspectos positivos y otros que son para 
mejorar. La situación en el interior es particularmente compleja porque los juzgados letrados en el 
interior de la República no tienen especialización exclusivamente en materia laboral, y eso ocurre en 
todos los departamentos. En el mejor de los casos tienen competencia en materia civil y laboral, pero 
en otros juzgados se suma a esa competencia la de familia; incluso, en algunas ciudades capitales 


tienen todas las competencias. O sea que el juez actúa en las materias de familia, civil, laboral y penal. 
Eso supone una gran complejidad para articular los plazos o las demandas establecidas en las 
diferentes normas de procedimiento, tales como el Código del Proceso Penal, el Código de la Niñez y 
la Adolescencia y, ahora, la nueva Ley de Abreviación de los Procesos Laborales. Naturalmente, esto 
incide en el trabajo judicial y, como es razonable, también en su calidad. Apreciamos una dificultad de 
infraestructura que, en el caso de las sedes de Montevideo, se ha atendido mediante la creación de 
Juzgados de Instancia Única -este año se han creado tres-, situación que no se ha dado en el interior 
de la República. En ese caso, los juzgados son los mismos que antes y, por consiguiente, se ha 
intensificado el trabajo dado los plazos que establece la nueva ley. En alguna medida, hasta ahora los 
recursos de inconstitucionalidad permitían postergar las dificultades de funcionamiento, pero a medida 
que los expedientes retornan de la Suprema Corte de Justicia y se debe retomar el funcionamiento de 
los procesos, aumenta el congestionamiento. Algunas situaciones vienen de antes, pero otras se dan a 
partir de la ley y significan un avance importante, aunque para su ejecución debemos contar con 
recursos materiales y humanos. Entendemos que debe haber una armonización entre esos dos 
aspectos para conservar el nivel de los pronunciamientos jurisdiccionales. 


La ley reclama la adopción de una nueva actitud y una adaptación mental en todos los 
operadores, proceso que se está llevando adelante, pero los medios con que se cuenta y las 
dificultades prácticas implican un límite difícil de superar. 


Quisiera hacer una última referencia a la realidad del interior. La ley establece una única 
instancia para causas menores a $ 81.000, disposición que, como los señores Senadores sabrán, no 
es una novedad en nuestra legislación. Las causas civiles, comerciales y de hacienda menores a $ 
81.000 se atienden, en única instancia, en los juzgados de paz. En definitiva, en las causas inferiores a 
esa suma se entiende razonable resolver en una sola instancia porque representa una opción o un 
equilibrio entre diferentes factores. La dificultad que advierto en algunos departamentos del interior es 
que sigue habiendo jueces legos. En determinadas circunscripciones rurales, villas y pueblos hay 
jueces que no son abogados y en causas inferiores a $ 81.000 resuelven en única instancia. Sin 
embargo, en los procesos civiles se discriminaba y la única instancia estaba reservada a los juzgados 
donde los jueces tenían la formación de abogados. Por lo tanto, los juzgados rurales no resolvían en 
única instancia temas menores a $ 81.000 en materia civil, comercial o de hacienda, pero sí en el caso 
antes mencionado, por lo que pienso que ese podría ser un aspecto a ponderar. 


SEÑORA PATRÓN..- En mi carácter de doctora del Juzgado Letrado de Primera Instancia del Trabajo 
de 1er. Turno, quiero hacer algunas precisiones. 


Considero que no hay dos sino tres realidades: el interior con su problemática -que fue 
plasmada por el colega-; la Primera y la Instancia Única en Montevideo -que también fue muy bien 
explicada por la doctora Rivas- para los procesos ordinarios mayores a $ 81.000; y la Segunda 
Instancia -expuesta por la doctora Morales-, que no puede ser soslayada. 


Se trata de una iniciativa muy ambiciosa, con fines loables, que conjuga los intereses de los 
derechos a tutelar, como, por ejemplo, al trabajo y a la alimentación -de resorte constitucional-, y los 
recursos humanos. Esa es la gran carencia de este proceso y por eso consideramos que debe ser 
modificado. De todas formas tiene aciertos que no podemos soslayar y que se ven más en la Primera 
Instancia. 


Como decía la doctora Rivas, se favorece muchísimo la transacción porque, si se observa la 
estructura de la ley en lo que hace a la Instancia Única se verá que el juez tiene la facultad de dictar 
una sentencia de condena ordenando el pago de los rubros reconocidos -antes no se podía hacer- y, 
entonces, ya no se juega con la demora de los procesos. Todos son buenos, pero los operadores 
inciden en su mayor o menor eficacia. En este caso, esas virtudes favorecen la transacción. Inclusive, 
un noventa por ciento del proceso ordinario en Primera Instancia depende del caso concreto y de cómo 
se maneje. Como bien dijeron los doctores de Instancia Única, el año pasado había tres juzgados y 
ahora se crearon seis; el sexto fue la transformación del quince, que fue sustraído de los procesos 
ordinarios. Esa situación determinó un gran aumento de trabajo para los de Primera Instancia en el 
proceso ordinario, con plazos muy exigentes que todos tratamos de cumplir. Además, se repartieron 
40 o 50 expedientes -no tengo las cifras exactas, aunque están las estadísticas- por cada Juzgado, 


que en total son 14. Por lo tanto, hubo material humano, recursos e infraestructura como cuando se 
implementó el CGP. En mi caso, soy de la vieja época del CPC, pero conocí el proceso del Decreto N* 
14.188 y después me incorporé al CGP. En principio, había cuatro juzgados laborales, luego fueron 
ocho y, finalmente, llegaron a ser 14. Es decir que el CGP -que es una maravilla muy bien pulida, 
porque todo acto humano tiene que ser modificado y actualizado- tampoco se hubiera podido 
implementar sin los recursos humanos, pero en este caso no los hubo y esa situación determinó que se 
trabajara en las condiciones que explicaron muy bien los colegas, porque aclaro que ninguno exageró 
en su relato. Los que hemos podido convencer más al justiciable estamos aliviados porque ya sacamos 
el CGP, pero hay juzgados que no lo tienen y cuentan solamente con procesos de la Ley N* 18.572. 
No hay que olvidar que, además de este proceso, debemos atender lo que disponen las Leyes N* 
17.940 “Libertad Sindical”, N* 18.561 “Acoso Sexual” y N* 18.566 “Sistema de Negociación Colectiva”, 
que establecen procedimientos especiales. Estos procesos, como el de amparo, constituyen una 
espada de Damocles que se nos puede presentar en cualquier momento. Todo esto exige muchísima 
dedicación que, si bien no está mal, incide en la calidad del trabajo. 


La ley tiene cuestiones muy buenas aunque, quizá, sería importante abreviarlas porque los 
procesos, como consecuencia de los derechos a tutelar, se tornan largos. Además, si tenemos en 
cuenta lo que la doctrina sostiene en el sentido de que una justicia laboral tardía es una denegación de 
justicia, creemos que el proceso debería ir acompasado de los recursos necesarios. Por esa razón, 
consideramos que la norma tendría que ser modificada prontamente. 


Las inconstitucionalidades no han dado respiro y la justicia no se paralizó en ningún momento; 
por el contrario, frente a una excepción de inconstitucionalidad -que vuelve al mes; ahora estamos 
trabajando con las sentencias de procesos iniciados en 2011- optamos por aclarar: “Terminamos el 
CGP” o “Provienen de la Suprema Corte de Justicia”, porque todo se nos vino encima. La justicia 
siempre funcionó, fundamentalmente, con todos los jueces que pusimos el hombro para sacarla 
adelante. Si bien existe un proceso autónomo como lo hay en todo el Derecho Comparado -como 
siempre quiso la Cátedra-, que fue la génesis del Decreto Ley N* 14.188, es imprescindible tener en 
cuenta esas modificaciones para que el proceso pueda acompasar su viabilidad y los recursos 
humanos necesarios. 


SEÑORA GUARINO.- Soy Jueza Letrada de Instancia Única. 


En primer lugar, quiero decir que el trabajo que hicimos en Comisión solo tuvo por finalidad 
tratar de llevar a la práctica, dentro de cierta normalidad, la Ley N* 18.572. En segundo término, 
procuramos otorgar al Juez, por razones prácticas, mayores plazos para la fijación de audiencias y el 
dictado de sentencias. En principio, todos los jueces sabemos que debemos cumplir la ley más que 
nadie y antes que nadie, porque si pretendemos que los demás lo hagan, tenemos que ser los 
primeros en dar el ejemplo. Ahora bien, como en este caso advertimos que no era posible cumplir los 
plazos establecidos por la Ley N* 18.572, en el trabajo que hicimos tratamos de fijarlos de modo que 
pudieran ser respetados. Realmente no sé cómo llegó ese trabajo a conocimiento del Colegio de 
abogados del Uruguay, porque en una reunión a la que fuimos invitados junto con otros colegas, se nos 
manifestó que, salvo en dos puntualizaciones, estaban de acuerdo con que esto implicaba que la ley 
podría funcionar a nivel judicial, manteniendo las garantías y plazos acordes al sistema. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Al escuchar a las colegas me surgió la idea de volver a recordar la temática. 


Es del caso destacar que el tema de los plazos fijados en la ley y el de las soluciones que 
propusimos en el material de trabajo, reconocen razones de índole práctica y de necesidad de todos 
los sujetos intervinientes en el proceso. 


Más allá de cuáles fueran las dificultades operativas, por el número de jueces y por los recursos 
-eso puede subsanarse en algún momento y hablo a título personal, según mi experiencia, aunque sé 
que también es la de otros colegas-, el problema radica en que si bien la concentración en una 
audiencia única es lo deseable porque va de la mano de la celeridad, también se transforma en un 
instrumento en contra del material de decisión con el que cuenta después el sentenciante si no se 
habilita un plazo adicional. ¿Por qué? Porque luego de que las partes proponen la prueba -incluso, el 
tribunal tiene iniciativa probatoria y es útil que la ejerza en las condiciones en que sea necesario-, los 


tiempos de las respuestas de los terceros que eventualmente están llamados a responder a los 
requerimientos probatorios de la sede no siempre se verifican en los términos y condiciones en que son 
dables. Hay instituciones estatales que han ido afinando los mecanismos de respuesta, sobre todo las 
que están involucradas de algún modo con la materia laboral. Me refiero, por ejemplo, al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y al Banco de Previsión Social. Pero hay otras hipótesis donde la prueba ni 
siquiera viene de entidades estatales. Es necesario recordar que en materia laboral la prueba básica 
con la que cuenta el trabajador son los testigos y estos no siempre viven en Montevideo o dentro del 
radio del juzgado, y no siempre pueden ser citados a tiempo. Entiendo que una aplicación piedeletrista 
de la ley -será una cuestión opinable técnicamente-, conlleva a negar la posibilidad de la producción de 
prueba cuando no es viable contar con ella en la audiencia única. Y esa limitante es realmente 
trascendente para lo sustantivo. Tal vez en esa situación es donde más se advierte la tensión entre las 
antinomias de valores como celeridad y eficacia del instrumento. Porque si nosotros no podemos tener 
la prueba, no sirve de nada un procedimiento célere que restringe el derecho de acción que 
implícitamente lleva el derecho a la prueba. ¿Qué es lo que pasa en la gran mayoría de las 
situaciones? Que justamente son las partes las que le piden a la sede que no aplique la ley con la 
solución más rígida, sino que en el marco de la disponibilidad de sus derechos solicitan que se fije otra 
audiencia para poder contar con la prueba que les falta. Eso no solo sucede con los demandados o las 
empresas -porque normalmente y salvo las pequeñas entidades, todas cuentan con un asesoramiento 
jurídico más estable-, sino que es el propio trabajador el que pide que no haya tanta rapidez, sino más 
posibilidades de ejercer sus derechos. A veces el testigo se enferma o es de la pesca, está embarcado 
y no puede asistir. 


En mi opinión, habría que hacer un diagnóstico de las razones por las que hubo atraso después 
de la entrada en vigencia del Código General del Proceso. Una lectura simplista podría atribuir la 
responsabilidad a los operadores judiciales, pero me permito discrepar enfáticamente con eso. Creo 
que por la función que despliega la ley, no es ella la que cambia la realidad; es la realidad la que nutre 
a la ley y a las prácticas. Pensar, por ejemplo, que todos los sujetos involucrados en el proceso no 
cumplen con sus responsabilidades, sería la única hipótesis que justificaría que se dijera que la ley 
fracasó. Seguramente, hay dificultades de tipo estructural por las cuales el proceso se fue 
enlenteciendo. Esas dificultades de tipo estructural que pueden ser, por ejemplo, los requerimientos de 
prueba -las habrá de distinta naturaleza-, son lo que ninguna ley va a cambiar porque, a la larga, la 
realidad puede más que la ley. Todos tratamos de cumplir con la ley pero también sabemos que entre 
la ley abstracta y general, y la praxis, la concreción a la sentencia judicial, entra el mundo de la 
realidad. Ese es un aspecto y comparto absolutamente que hay que buscar instrumentos para lograr 
los objetivos que se propuso la Ley N* 18.572. Creo que, por ejemplo, en un proceso cuya pretensión 
es alimentaria la celeridad es muy importante. 


Aquí no se trata de intereses de sector porque no están contrapuestos; en realidad, los 
operadores y los sujetos que van al proceso esperando recibir una solución justa para su conflicto no 
tenemos intereses contrapuestos. Por el contrario, nosotros queremos conformar una justicia 
especializada que sea idónea y brinde soluciones con el instrumento más adecuado. Entonces, la 
pregunta que me formulo es la siguiente: ¿es la solución concreta plasmada en la Ley N* 18.572 el 
instrumento más adecuado en todas las cuestiones que regula? Pienso que en algunos aspectos lo es 
y en otros no tanto. ¿Por qué? No porque no se comparta el espíritu ni el objetivo sino porque, tal vez, 
sea la oportunidad que tenemos de completar, mejorar o cambiar el articulado, no por la vía de los 
parches sino organizando un instrumento sistemático idóneo. En opinión de quien habla eso es posible 
e, incluso, todos podemos aportar más allá de estas instancias para hacerlo. 


En segundo término, y compartiendo que la celeridad es consustancial a la justicia en materia 
laboral, también me permito destacar que la celeridad del proceso no se agota en el proceso ordinario 
ni en el de conocimiento. Si se mira el proceso en su probable origen y defunción -como la vida 
humana- se verá que la Ley N* 18.572 regula el segmento del medio de la línea temporal que puede 
abarcar un proceso; no regula los procesos preliminares, ni las medidas cautelares, ni la ejecución 
porque, en definitiva -y como decía Barrios de Ángelis-, la pretensión del sujeto que acude a un tribunal 
no es tener una sentencia declaratoria de condena sino cobrar. La razón indica que cuando el 
trabajador acude al tribunal y dice “yo vengo a pedir que se condene a Fulano” desea el 
pronunciamiento que le reconozca el derecho, sin duda, pero lo que quiere es cobrar y hacerlo rápido. 
Esos dos aspectos de lo que es el proceso en su materialidad no están sistematizados en la Ley N* 
18.572, que regula el segmento temporalmente intermedio. ¿Qué implica esto? Tampoco la Ley NO 
18.572 regula los procesos incidentales, lo que tiene una enorme trascendencia práctica. Mis colegas 


me darán o no la razón en ese aspecto, pero mi experiencia es que cuando se introduce una 
pretensión incidental en la estructura prevista por la Ley N* 18.572, todos los operadores tenemos 
problemas de interpretación y de aplicación que llegan, incluso, hasta los mecanismos impugnativos, 
es decir, los recursos. Como no hay un todo sistemático se debe ir creando y armando, pero las 
soluciones no son homogéneas, ya sea a nivel de los jueces de instancia como de los tribunales, 
según lo que he podido apreciar desde la entrada en vigencia de la ley. Ese es otro aspecto a tener en 
cuenta porque permite realizar una revisión interna de la estructura procesal del juicio ordinario; o sea, 
en ese tramo que vemos analizar cómo se articula en su interior. Pero me parece que no vamos a 
poder dar una real satisfacción a los objetivos si no pensamos en ese segmento como parte de un 
instrumento mayor. 


Desde la perspectiva de quienes pretendimos contribuir con un material de discusión, la 
solución no se agota en las enmiendas a los problemas de constitucionalidad, sino que requiere -a la 
luz de lo positivo que pudo traer y trajo la Ley N* 18.572 y de la experiencia anterior- la articulación de 
un instrumento más idóneo; no quiere decir que la Ley N* 18.572 no lo sea ni que tampoco lo haya sido 
el Código General del Proceso, pero los operadores trabajamos con instrumentos. Si se me permite 
realizar una comparación con la vida cotidiana, sería como el bisturí de un cirujano. Por lo tanto, si este 
instrumento no es el adecuado, el resultado en el cuerpo social y en el litigio de índole social no va a 
ser el requerible. En las cuestiones sociales el impacto o los daños de las decisiones adoptadas en la 
vida cotidiana, no se ven como en el caso de una intervención quirúrgica porque, evidentemente, no 
tienen la misma materialidad. De todos modos, hay instrumentos más o menos adecuados. 


Como operadores -por lo menos, en lo que a mí respecta en cuanto a la alternativa elaborada 
refiere, y creo que es el espíritu compartido por muchos de los colegas- y como magistrados 
consideramos que tenemos una responsabilidad de la que nos sentimos orgullosos y que es 
intransferible. Cada vez que un juez dicta una sentencia resuelve -en el acierto o en el error- un 
conflicto que afecta la vida de las personas que tenemos delante. ¿Cómo pretendemos hacerlo? En las 
condiciones en que la solución sea aplicada con el mejor instrumento posible. Podremos tener 
problemas coyunturales por el número de jueces o por la cantidad de horas que trabajamos, pero estas 
dificultades que brevemente me atrevo a mencionar no tienen relación con los recursos ni con las 
horas que trabaja un juez. Si me llega una incidencia, me llevará más o menos horas de sueño -según 
la cantidad de asuntos que tenga que resolver ese día- pero, seguramente, el problema técnico 
quedará planteado. 


Incluso, con algunos colegas nos planteamos -en la premura de hacer un aporte concreto, ya que la 
idea es aportar a la solución- la viabilidad de armar un articulado -también es el debe del Código 
General del Proceso- para la etapa de ejecución y cómo compatibilizar las estructuras de la ley con los 
procesos previos cautelares incidentales. Si bien puede llevar tiempo de trabajo técnico en cuanto a su 
diseño, es posible hacerlo; sin duda que lo es. 


En la medida en que nos sea posible participar de ello destinando algo de nuestro tiempo -lo 
digo humildemente, ya que este tipo de cosas nos sustraen de lo nuestro- estamos realmente 
interesados en propender a la búsqueda del instrumento más adecuado. Somos los aplicadores del 
Derecho, razón de más para tener interés en que el instrumento con el que vamos a pretender resolver 
los litigios sea el más adecuado técnicamente y el que mejor contemple los intereses de todos. Es decir 
que no hay intereses contrapuestos entre los operadores y los destinatarios de nuestra decisión. Al 
contrario, se trata de resolver el litigio de base. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fueron muy interesantes e ilustrativas las exposiciones realizadas. Por 
supuesto que nos vamos cargados con este material y, por lo tanto, esta Subcomisión continuará 
trabajando en el tema con todos los aportes y el material que en la tarde de hoy nos han aportado 
ustedes. En futuras instancias, también realizaremos las consultas pertinentes. 


Agradecemos la visita de los señores Magistrados. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 28 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


